
ANTECEDENTES

El fenómeno de la Integración Centro-
americana no es nuevo y ha sufrido
desde tiempo atrás impulsos y retroce-
sos. No obstante, se puede señalar co-
mo característica distintiva y prevalente
del proceso, el que los pueblos centro-
americanos le continúan apostando a
la Integración en un intento de superar
los nacionalismos locales, ya que la
realidad muestra cada vez más la im-
portancia del mercado comercial intra-
regional y lo vital de que Centroamérica
sea vista como un bloque.

Según datos de la Secretaria de Integra-
ción Económica Centroamericana
(SIECA), el Mercado Común Centro-
americano (MCCA) constituye el se-
gundo socio comercial de los propios
países de la región, participando con
el 26.8% de las exportaciones y el
12.5% de las importaciones totales, su-
perando el papel de la Unión Europea
en ambos rubros y precedido, única-
mente, por la relación comercial con
los Estados Unidos.

El comercio intrarregional para el año
2006 ascendió a US$4,428.8 millones
de dólares, lo cual se traduce en am-
plios beneficios para la región, debido
al gran número de empresas centroame-
ricanas que operan en relación directa

con él. De acuerdo a SIECA1  aproxi-
madamente, el 75% de éstas, son pe-
queñas y medianas empresas; esto sig-
nifica, más fuentes de trabajo, impulso
a una nueva clase empresarial y desa-
rrollo de servicios relacionados con el
comercio.

De acuerdo a las cifras mencionadas,
el proceso integracionista es fundamen-
tal para el desarrollo de los países cen-
troamericanos ya que fomenta su creci-
miento e incrementa su desarrollo.

Con la finalidad de impulsar este proce-
so integracionista, el Departamento de
Estudios Legales de FUSADES analiza
la sentencia que la Sala de lo Constitu-
cional de la Corte Suprema de Justicia2,
pronunció el 8 de diciembre de 2006,
sobre los procesos acumulados de in-
constitucionalidad interpuestos frente
a distintos acuerdos y resoluciones,
emitidas entre 1993 y 2003 por los Mi-
nistros de Economía, Agricultura y Ga-
nadería y, Hacienda. En dichos recla-
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1. “Estado de Situación de la Integración Eco-
nómica Centroamericana”. Julio 2007. Dis-
ponible en: http://www.sieca.org.gt/SIE
CA.htm

2. Sentencia de la Sala de lo Constitucional de
la Corte Suprema de Justicia Referencia: 10-
2004/12-2004/28-2004/33-2004. Disponible
en: http://www.jurisprudencia.gob.sv/Jindic
e.htm



mos se argumentaba la base constitu-
cional de las resoluciones del Consejo
Arancelario y Aduanero Centroameri-
cano (CAAC), el Consejo de Ministros
Responsables de la Integración Econó-
mica y Desarrollo Regional (COMRIE-
DRE) y el Consejo de Ministros de In-
tegración Económica (COMIECO)3 .

Por medio de dichas resoluciones y
acuerdos, se adoptaron y pusieron en
vigencia modificaciones al Arancel
Centroamericano de Importación; es
decir, la discusión era relativa a la cons-
titucionalidad de los Derechos Arance-
larios a la Importación (DAI).

Dicha sentencia proporciona certeza
jurídica a El Salvador para continuar
avanzando en la profundización de la
Integración Centroamericana y hace
prevalecer el espíritu integracionista
de la Constitución salvadoreña, así co-
mo las herramientas que el Derecho
Comunitario ha establecido para pro-
mover la integración regional. Una vez
más queda plasmado que la edificación
de la Integración Centroamericana pasa
necesariamente por el esfuerzo de todos
los involucrados y por el respeto del
fundamento jurídico.

Se deben analizar los conceptos conte-
nidos en la sentencia de la Sala de lo
Constitucional de la Corte Suprema de
Justicia, para comprender los alcances
de las relaciones existentes entre el
Derecho Constitucional y el Derecho
Comunitario Centroamericano, ya que
de esta forma se aclaran los efectos de
los principios de primacía y el de efecto
directo plasmados en la normativa co-
munitaria.

El valor de la sentencia de la Sala de
lo Constitucional es que constituye un
reconocimiento a la creación de orga-
nismos supranacionales de la Integra-
ción, que han nacido y se han venido
perfeccionando en el tiempo con el
propósito de impulsar el proceso inte-
gracionista, en aras de cumplir con el
mandato contenido en el artículo 89
de la Constitución.

El Salvador se ha caracterizado por lle-
var adelante una serie de iniciativas que
favorecen la Integración Centroame-
ricana. Ahora, frente al inicio de las ne-
gociaciones con la Unión Europea para
la suscripción de un Acuerdo de Asocia-
ción, es el momento oportuno para conti-
nuar profundizando y perfeccionando
el camino andado, fortaleciendo la insti-
tucionalidad regional para fijar así las
bases de la Unión Aduanera. Es necesa-
rio recapitular las bases de la Integración
Centroamericana reflejadas en la distinta
normativa comunitaria promulgada,
para que, a partir de ésta, se formulen
propuestas clave que permitan impulsar
a la región a nuevos estadios de Integra-
ción, lo cual únicamente se podrá hacer
con la seguridad que los avances alcan-
zados no se reviertan.

Para comprender en su justa dimensión
la sentencia de la Sala de lo Constitu-
cional, se debe comprender que ésta
ha sido emitida superando la concep-
ción tradicional de soberanía que ha
girado sobre las premisas de suprema-
cía, unidad e indivisibilidad del Estado,
y ahora frente al fenómeno de la globa-
lización, tal como lo hace en su inter-
pretación la Sala, la noción de sobera-
nía se actualiza en relación a la apunta-
da concepción, para lograr enfocarla
dentro de un entorno multinacional en
constante dinamismo, promoviendo la
creación de un derecho transnacional
derivado de pactos o acuerdos jurídica-
mente válidos suscritos entre los orga-
nismos internacionales o los Estados.

A partir de lo anterior, la soberanía de-
be ser vista y analizada desde la pers-
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3. Dado el extenso plazo que transcurrió entre
la interposición del recurso de inconstitucio-
nalidad por los demandantes y el pronuncia-
miento de sentencia definitiva por la Sala
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vigencia y por lo tanto no existió un pronun-
ciamiento de fondo sobre ellos.



pectiva de la capacidad de los Estados
de actuar en el contexto internacional,
así como de incrementar y mejorar las
relaciones con los demás Estados en
todos los campos y por consiguiente,
en la promoción de aquellas relaciones
que propicien un mejor intercambio de
bienes, servicios, tecnología, cono-
cimientos, etc.4

PRIMACÍA Y EFECTO DIRECTO
DEL DERECHO COMUNITARIO
CENTROAMERICANO

Para vislumbrar los efectos de esta mo-
derna concepción de soberanía que
apuntábamos y que tiene fundamento
constitucional, es necesario destacar
cómo ha recibido la legislación interna
salvadoreña y las instituciones naciona-
les, al Derecho Comunitario Centroa-
mericano. En la mayoría de los países
centroamericanos, esta recepción ha
dado lugar a que las autoridades judi-
ciales nacionales conozcan casos rela-
cionados con la aplicación de dicho
ordenamiento regional. Sin duda, esta
jurisprudencia es sumamente valiosa
para el proceso integracionista, sobre
todo porque se constituye en evidencia
clara de la vigencia de aquél y de su
aplicación en la región.

En esta recepción que la legislación
interna ha hecho del Derecho Comuni-
tario, es vital identificar el papel y la
aplicación que juegan los principios
de primacía y de efecto directo, de los
que goza el ordenamiento jurídico co-
munitario y que son necesarios para
brindarle efectividad y vigencia al
mismo.

El primer principio garantiza la vincula-
ción y preferencia del orden comunita-
rio sobre la norma nacional; el segundo,
la aplicabilidad directa que se presenta
en el Derecho Comunitario, no como

un fenómeno excepcional, sino como
uno ordinario, fundado en las relaciones
que se entablan entre los Estados Par-
tes. Estas relaciones no son de coopera-
ción, sino de integración, fundamenta-
das en un sistema normativo formado
por reglas comunes.

En consecuencia, en virtud del princi-
pio de “aplicabilidad directa”, las dispo-
siciones del Derecho Comunitario en-
tran a formar parte de los ordenamien-
tos jurídicos nacionales sin necesidad
de medida nacional alguna. Surten ple-
no efecto de manera uniforme en todos
los Estados miembros, concediéndoles
derechos e imponiéndoles obligaciones
a éstos, a las instituciones comunitarias
y a los ciudadanos.

La vigencia de dicho principio en El
Salvador queda confirmada por la cita-
da sentencia cuando establece: “exigir
la ratificación de la Asamblea Legislati-
va para efectos de aprobación o adop-
ción de los DAI previamente aceptados
por la autoridad competente a nivel de
Integración, implica una restricción a
las facultades de los organismos supra-
nacionales que vuelven nugatoria la
cesión de la competencia arancelaria
efectuada por la Asamblea Legislativa
al CAAC”.

La sentencia también manifiesta que:
“la Constitución permite la transferen-
cia del ejercicio de competencias sobe-
ranas de los órganos internos del Estado
a organismos supranacionales. Es decir,
para el caso específico de los DAI es
constitucionalmente válida la cesión
hecha por la Asamblea Legislativa a
favor del CAAC”. Es decir, el máximo
interprete de la Constitución, la Sala
de lo Constitucional de la Corte Supre-
ma de Justicia, está dando por sentado
que en materia de Integración tiene
primacía el ordenamiento jurídico co-
munitario sobre el derecho nacional;
asimismo, establece que este ordena-
miento tiene aplicabilidad directa y por
consecuencia, efectos directos. Sin du-
da, esta visión contribuye a superar las

4. Boletín de Estudios Legales No. 36 Diciem-
bre de 2003. “Globalización del Derecho y
Soberanía” Diciembre de 2003. Departamen-
to de Estudios Legales. FUSADES
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visiones localistas y el hecho que un
acuerdo regional puede ser revisado y
adoptado por el correspondiente órgano
nacional.

La anterior interpretación es muy
alentadora, ya que significa que nuestro
país no se ha quedado enmarcado en
la idea de la soberanía tradicional, sino
que ha hecho prevalecer el espíritu in-
tegracionista de la Constitución que es
la base legal para el funcionamiento
de organismos con funciones supra-
nacionales.

FUNDAMENTO JURÍDICO
DE LA INTEGRACIÓN
CENTROAMERICANA.

En un primer momento se podría pen-
sar que el análisis constitucional del
fundamento de la Integración Centro-
americana se debería hacer exclusiva-
mente a partir del artículo 144 de la
Constitución, dado que para ir constru-
yendo este sistema El Salvador debe
suscribir tratados internacionales. Por
tanto, en principio se puede considerar
esto como Derecho Internacional Con-
vencional, ya que no existe una dife-
rencia formal entre éstos y los tratados
internacionales suscritos. Pero el sus-
tento del por qué El Salvador suscribe
estos tratados originarios se encuentra
primordialmente en el artículo 89 de
la Constitución, que establece:

“El Salvador alentará y promove-
rá la integración humana, econó-
mica, social cultural con las repú-
blicas americanas y especialmente
con las del istmo centroamericano.
La integración podrá efectuarse
mediante tratados o convenios con
las repúblicas interesadas, las cua-
les podrán contemplar la creación
de organismos con funciones su-
pranacionales.

También propiciará la reconstruc-
ción total o parcial de la República
de Centroamérica, en forma unita-

ria, federal o confederada, con
plena garantía de respeto a los
principios democráticos y republi-
canos y de los derechos individua-
les y sociales de sus habitantes. El
proyecto y bases de la unión se so-
meterán a consulta popular”.5

Al respecto, la Corte de Suprema de
Justicia, desde su sentencia de inconsti-
tucionalidad de fecha 7 de septiembre
de 1999 (Referencia 3-91), ha sostenido
lo siguiente en relación al sentido de
los mandatos contenidos la citada dis-
posición Constitucional:

En su inciso 1°, [el art. 89 Cn.]
prescribe para el Estado salvado-
reño la obligación de alentar y
promover un proceso de integra-
ción con los otros Estados ameri-
canos, con especial énfasis a los
Estados de la región que se com-
prende en el istmo centroamerica-
no. Dicho proceso de integración
podría comprender la creación de
organismos con funciones supra-
nacionales (…). El inciso 2°[del
art. 89 Cn.] contiene un mandato
que podría considerarse una pro-
fundización del mandato contenido
en el inciso 1°: la obligación de
propiciar una unión de Estados
con los países que integraron la
República de Centro América, pre-
viéndose la posibilidad que dicha
unión se realice en forma de Esta-
do unitario, federal, o confedera-
ción de Estados. La primera posi-
bilidad - la formación de un Estado
unitario - (…). La segunda posibi-
lidad (…) Finalmente, la tercera
posibilidad implica (…) una liga
de Estados de carácter permanente
que se caracteriza por: (a) suponer
una unión permanente de Estados

5. Constitución de la Republica de El Salvador
(1983). Articulo 89. Disponible: http://www.
jurisprudencia.gob.sv/Lgmateria.htm



que continúan actuando como ta-
les; (b) comportar la puesta en
común de determinados asuntos o
materias; (c) suponer la creación
de uno o varios órganos de deci-
sión, cuyas resoluciones son vincu-
lantes para los Estados confedera-
dos; (d) comportar la creación de
una entidad política que actúa uni-
tariamente respecto de los Estados
no miembros y a la que se reconoce
cierta primacía sobre los miem-
bros, en la cual normalmente está
proscrito el uso de la fuerza para
la resolución de los conflictos entre
los miembros de la Confederación.

Por su parte, la Corte Centroamericana
de Justicia (CCJ), en respuesta a Opinión
Consultiva Múltiple6  del Secretario Ge-
neral de la Secretaría Permanente del
Tratado General de Integración Económi-
ca (SIECA), acerca de la aplicación e in-
terpretación de 14 disposiciones conte-
nidas en el Convenio sobre el Régimen
Arancelario y Aduanero Centroamerica-
no, resolvió en la consulta undécima rela-
tiva a: ¿Qué relación guardan las disposi-
ciones de los convenios centroamericanos
de Integración y en general el Derecho
Comunitario Centroamericano con las
de los Instrumentos Jurídicos nacionales?
A lo que la CCJ respondió:

“Las relaciones entre las disposiciones
contenidas en los Convenios Centro-
americanos de Integración, en el Dere-
cho Comunitario Centroamericano y
en el Derecho Interno de cada Estado,
son jerárquicas, prevaleciendo las de
los dos primeros sobre las de este últi-
mo, en caso de conflictos entre ellos.
Los Convenios de Integración son de
la naturaleza ya indicada, su ámbito
de aplicación es el territorio de los Es-
tados que los han suscrito y ratificado,

con aplicación uniforme, directa e in-
mediata. El Derecho Comunitario deri-
va de la aplicación de los convenios
de integración y está constituido ade-
más por los instrumentos complemen-
tarios y actos derivados y, de manera
particular, en nuestro Sistema de Inte-
gración, por la doctrina y la jurispru-
dencia emanada de La Corte Centro-
americana de Justicia. Entre el Derecho
de Integración, el Derecho Comunitario
y las leyes nacionales debe existir ar-
monía, ya que el Derecho es un todo
que debe ser analizado principalmente
en forma sintética y teleológica, como
un sólo cuerpo normativo.

En esta respuesta de la CCJ se recono-
cen los apuntados principios esenciales
del Derecho Comunitario en nuestro
Sistema de Integración. Las respuestas
se vuelven aún más relevantes cuando
esta doctrina jurisprudencial es vincu-
lante en relación a la interpretación y
aplicación del Derecho Comunitario
centroamericano para los estados, órga-
nos y organizaciones que formen parte
o participen en el "Sistema de la Inte-
gración Centroamericano así como pa-
ra los sujetos de derecho privado, de
conformidad al artículo 3 del Convenio
del Estatuto de la Corte Centroamerica-
na de Justicia.

En una famosa sentencia del Tribunal
de Justicia de la Comunidad Europea
se señaló lo siguiente: “A diferencia
de los tratados internacionales ordina-
rios, el Tratado de la Comunidad Eco-
nómica Europea creó un ordenamiento
jurídico propio, integrado en el sistema
jurídico de los Estados miembros...
que vincula a sus órganos jurisdicciona-
les”7. La orientación jurídica de la CCJ
está basada en los principios del orde-
namiento comunitario europeo, por lo
que este Derecho Comunitario es un
ordenamiento jurídico autónomo con
su propio sistema de producción nor-
mativa. Lo anterior obliga a lo interno
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Centroamericanos de
Integración, en el
Derecho Comunitario
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7 Sentencia de 5 de febrero de 1963, Van
Gend & Loos, 26/62, Rec. p. 1;

6. Opinión Consultiva de fecha 27 de mayo de
1997 emitida por la Corte Centroamericana
de Justicia el 5 de agosto de 1997. Disponible
en: http://www.ccj.org.ni/CCJsite/resolnes/94-
05/resol13.htm



de los Estados miembros a aplicarlo,
sin que varíe de un Estado a otro, pues
de lo contrario se pondría en peligro
todo el proceso de Integración.

ORDENAMIENTO JURÍDICO DE
LA INTEGRACIÓN ECONÓMICA
CENTROAMERICANA

La Integración Centroamericana des-
cansa en una serie de instrumentos
suscritos por sus Estados miembros,8
tales documentos constituyen la base
de su funcionamiento y el marco de la
Integración regional de Centroamérica.
Este ordenamiento jurídico propio com-
prende dos categorías básicas de nor-
mas;9 por un lado, el derecho originario
o primario, formado por los tratados
fundacionales y aquellos tratados que
los han modificado o completado; por
el otro, el derecho derivado o secunda-
rio constituido por los actos normativos
de las instituciones comunitarias.

A la primera categoría pertenece el Proto-
colo de Tegucigalpa a la Carta de la Orga-
nización de Estados Centroamericanos
(ODECA), el cual crea el Sistema de In-
tegración Centroamericano (SICA). El
objetivo de este Protocolo es lograr la
Integración Centroamericana para consti-
tuirla como región de paz, libertad, demo-
cracia y desarrollo.

Uno de los componentes del SICA es el
Subsistema de Integración Económica,
regido además del Protocolo de Te-
gucigalpa por:

a) El Tratado General de Integración
Económica;

b) El Protocolo al Tratado General de
Integración Económica, conocido
como Protocolo de Guatemala que,
de conformidad con el artículo 38
del Protocolo de Guatemala modifi-
cado por la enmienda vigente a par-
tir del 17 de mayo de 2003, nombra
responsable de dirigir el proceso de
Integración Económica, al Consejo
de Ministros de Integración (CO-
MIECO), conformado por los Mi-
nistros que tienen a su cargo los
asuntos de la Integración Económi-
ca en cada país; y,

c) El Convenio sobre el Régimen Aran-
celario y Aduanero Centroamerica-
no, que crea el Consejo Arancelario
y Aduanero Centroamericano.

La aspiración integracionista viene desde
antes del Tratado General de Integración
cuando se suscribió el Acuerdo de
Asociación Económica,10 cuyo ámbito
y alcance era muy ambicioso, pues incluía
la libre movilidad de bienes y personas.
Considerando lo profuso de la legislación
comunitaria, creemos importante
identificar en este ordenamiento los
elementos básicos de la construcción de
la Integración Centroamericana. Por ello,
haremos una breve reseña de los postu-
lados esenciales contenidos en los distin-
tos tratados suscritos por la región.

a) Tratado General de Integración
Económica Centroamericana:11

Se denominada comúnmente como
Tratado General, fue firmado el 13 de
diciembre de 1960 y su entrada en vi-
gor fue la base del Mercado Común

La aspiración
integracionista viene
desde antes del
Tratado General de
Integración cuando se
suscribió el Acuerdo
de Asociación
Económica Suscrito
en la Ciudad de
Guatemala, el 2 de
Junio de 1960 entre
Guatemala, Honduras
y El Salvador, cuyo
ámbito y alcance era
muy ambicioso, pues
incluía la libre
movilidad de bienes y
personas

10  Suscrito en la Ciudad de Guatemala, el 2 de
Junio de 1960 entre Guatemala, Honduras y
El Salvador.

11 Disponible en: http://ns.sieca.org.gt/publi
co/Marco_legal/tratados/tratado_general_de
_integracion_.htm

8 Tal como lo señala, Alemán Gurdián, Juan
Daniel en su tesis de grado doctoral: "El
Mercado Común Centroamericano: Evo-
lución y Replanteamiento Jurídico e Institu-
cional. Universidad de Navarra, Facultad
de Derecho, 1982. La fuente primordial
del Derecho Común Centroamericano son
los  tratados. Ellos Constituyen el medio
de creación formal y aportan la mayoría
de las normas que integran dicho ordena-
miento jurídico.

9 Aracely Mangas Martín, “Derecho Comu-
nitario europeo y Derecho español”. Segun-
da Edición. Editorial Tecnos. Edición 1987.



Centroamericano. El Tratado General
tiene dos objetivos primordiales: a)
constituir una zona de libre comercio
y b) fijar un Arancel Externo Común,
tal como se estableció en los artículos
I y II de dicho instrumento:

"Artículo I. Los Estados contratantes
acuerdan establecer entre ellos un
mercado común que deberá quedar
perfeccionado en un plazo máximo
de cinco años a partir de la fecha de
entrada en vigencia de este Tratado.
Se comprometen además a constituir
una unión aduanera entre sus
territorios”.

"Artículo II. Para los fines del artícu-
lo anterior las Partes contratantes se
comprometen a perfeccionar una zo-
na centroamericana de libre co-
mercio en un plazo de cinco años y
a adoptar un arancel centroameri-
cano uniforme en los términos del
Convenio Centroamericano sobre
Equiparación de Gravámenes a la
Importación".

En consecuencia, para el proceso de Inte-
gración Centroamericano la zona de libre
comercio es un requisito básico del mis-
mo, siempre que sea para los productos
originarios de la región conforme lo dis-
pone el artículo III en su primer párrafo
1, que literalmente establece:

"Los Estados signatarios se otorgan
el libre comercio para todos los
productos originarios de sus res-
pectivos territorios, con las únicas
limitaciones comprendidas en los
regímenes especiales a que se refie-
re el Anexo A del presente Tratado.
En consecuencia, los productos
naturales de los Países contratantes
y los productos manufacturados
en ellos, quedarán exentos del pago

de derechos de importación y de
exportación, inclusive los derechos
consulares, y de todos los demás
impuestos, sobrecargos y contribu-
ciones que causen la importación
y la exportación, o que se cobren
en razón de ellas, ya sean naciona-
les, municipales o de otro orden”.

Las excepciones mencionadas las cons-
tituyen los productos no sujetos a libre
comercio que se conoció como Anexo
"A" al Tratado General, que incluía
mercancías tales como textiles, vestua-
rio, calzado; productos de exportación
tradicional como café, azúcar y algo-
dón, algunos productos agrícolas como
maíz, fríjol y arroz; y otros como bebi-
das alcohólicas, derivados del petróleo
y tabaco, tal como lo dispone el artículo
III y el artículo IV párrafo 2, el cual
establece:

"El Anexo A comprende los pro-
ductos objeto de regímenes espe-
ciales cuyo intercambio deberá
ajustarse a las modalidades y requi-
sitos allí previstos. Dichas modali-
dades y requisitos sólo podrán ser
modificados previa negociación
multilateral en el Consejo Ejecuti-
vo. El Anexo A forma parte inte-
grante de este Tratado."

A la fecha en el referido Anexo A, al
menos para efectos de El Salvador que-
dan aún pendientes algunos productos
de incorporarse al libre comercio tanto
a nivel regional como a nivel bilateral.
Regionalmente lo que está pendiente
de incorporarse es azúcar de caña, refi-
nada o sin refinar. En relación con el
comercio bilateral, los productos que
están pendientes con Honduras se en-
cuentra el alcohol etílico, bebidas alco-
hólicas destiladas y productos deriva-
dos del petróleo; con Costa Rica el ca-
fé tostado y alcohol etílico.



b) El Protocolo al Tratado General
de Integración Económica (Proto-
colo de Guatemala):12

Este Protocolo se suscribió el 29 de
octubre de 1993, reconociendo que el
Protocolo de Tegucigalpa del 13 de di-
ciembre de 1991 había logrado avan-
ces, pero que era necesario readecuar
sus normas a la realidad Centroameri-
cana y a las necesidades de Integración
regional. Se reconoció que tal readecua-
ción debería orientarse al estableci-
miento y consolidación del Subsistema
de Integración Económica Centroame-
ricana en el marco del SICA, instru-
mento que retoma la importancia de
lo siguiente:

a) Constituir una Zona de Libre Co-
mercio tal como lo dispone el ar-
tículo 7 en sus párrafos 1 y 2, que
literalmente establece:

"Artículo 7. Los Estados Parte
convienen en perfeccionar la zona
de libre comercio para todos los
bienes originarios de sus respecti-
vos territorios, para cuyo fin se
eliminarán gradualmente todas
las barreras arancelarias y no
arancelarias al comercio intrarre-
gional, eliminando toda restric-
ción de carácter cuantitativo y
cualquier otra medida de efecto
equivalente, mediante la cual una
de las Partes impida o dificulte
unilateralmente el libre comercio.
Las mercancías originarias de los
Estados Parte gozarán de trata-
miento nacional en el territorio
de todos ellos";

b) El perfeccionamiento del Arancel
Externo Común, tal como lo dis-
pone el artículo 10, que establece:

Artículo 10. Los Estados Parte
se comprometen a perfeccionar

el Arancel Centroamericano de
Importación para propiciar ma-
yores niveles de eficiencia de los
sectores productivos, y coadyuvar
al logro de los objetivos de la po-
lítica comercial común;

c) La construcción de una Unión
Aduanera entre sus territorios,
entre otros, tal como lo señala el
artículo 15, el cual se lee:

Artículo 15. Los Estados Parte
se comprometen a constituir una
Unión Aduanera entre sus terri-
torios, con el propósito de dar li-
bertad de tránsito a las mercancías
independientemente del origen
de las mismas, previa nacionaliza-
ción en alguno de los Estados
Miembros, de los productos pro-
cedentes de terceros países. Dicha
Unión Aduanera se alcanzará de
manera gradual y progresiva, so-
bre la base de programas que se
establecerán al efecto, aprobados
por consenso.

El Protocolo de Guatemala, fue
enmendado en 2002, en lo refe-
rente a la institucionalidad regio-
nal, consolidando en el COMIE-
CO todas las funciones que ata-
ñen a la Integración Económica
Centroamericana.

c) El Convenio sobre el Régimen
Arancelario y Aduanero
Centroamericano:13

En el año de 1984 los Estados contra-
tantes del Tratado General suscribieron
el Convenio sobre el Régimen Arance-
lario y Aduanero Centroamericano que
en el Artículo 1, establece:

"Artículo 1. Establecimiento. Por
medio del presente Convenio los Es-
tados Contratantes establecen un nue-
vo Régimen Arancelario y Aduanero

12 Disponible en http://www.sieca.org.gt/publi
co/IntegracionEcoCA/MarcoLegal/Protoco
los/4ProtocolodeGuatemala.htm

13 Disponible en: http://www.sieca.org.gt/publi
co/marco_legal/protocolos/protocolo03.htm



Centroamericano, que responderá a
las necesidades de la reactivación y
reestructuración del proceso de Inte-
gración económica centroamericana,
así como a las de su desarrollo econó-
mico y social."

El Régimen Arancelario y Aduanero
Centroamericano conlleva entre sus
objetivos consolidar gradual y progresi-
vamente un sistema arancelario común,
ahora conocido como Arancel Externo
Común, tal como lo dispone el artículo
4 literal (e) de dicho instrumento, el
cual se lee: "e) Perfeccionar la organi-
zación y administración de los servicios
aduaneros centroamericanos, con el
propósito de consolidar gradual y pro-
gresivamente un sistema arancelario y
aduanero regional."

El Régimen Arancelario y Aduanero
Centroamericano está constituido, entre
otros, por el Arancel Centroamericano
de Importación, tal como lo dispone
la literal a) del artículo 3, el cual dispone:

Artículo 3. Contenido. El Régimen
estará constituido por: a) El Arancel
Centroamericano de Importación,
formado por los rubros con los dere-
chos arancelarios que aparecerán en
el Anexo "A" (…)".

Este Anexo es el instrumento que con-
tiene la nomenclatura para la clasifica-
ción oficial de las mercancías sujetas
a importarse al territorio de cualquier
país centroamericano, así como los de-
rechos arancelarios a la importación y
las normas que regulan la ejecución de
sus disposiciones. Fijándose en el caso
de la Integración Económica Centro-
americana dicha clasificación oficial
de las mercancías de importación y ex-
portación en términos del Sistema
Arancelario Centroamericano (SAC),
que representa al Sistema Arancelario
Centroamericano basado en la nomen-
clatura del Sistema Armonizado (SA).
Esta nomenclatura, que rige dentro del
proceso de Integración Económica
Centroamericana, es revisada y actuali-

zada cada cierto tiempo de acuerdo a
los lineamientos de la Organización
Mundial de Aduanas (OMA).

Adicionalmente, el Convenio crea otra
instancia, que es el Consejo Arancelario
y Aduanero Centroamericano (el Con-
sejo), como responsable de dirigir y
administrar el Régimen Arancelario y
Aduanero Centroamericano, tal como
se dispone en los artículos 5 y 6 de di-
cho instrumento, los cuales se leen:

Artículo 5. Órganos. Se crean los
siguientes órganos del Régimen: a)
El Consejo Arancelario y Aduanero
Centroamericano; y

Artículo 6. El Consejo. El Consejo
será el órgano encargado de dirigir
y administrar el Régimen a que se
refiere este Convenio. El Consejo
se integrará con el titular del Minis-
terio de cada Estado bajo cuya com-
petencia se hallen, según el derecho
interno, los asuntos de la Integración
económica, o quien haga sus veces.

Cabe señalar que el Consejo contempla
entre sus atribuciones particulares la
aprobación de los Derechos Arancela-
rios a la Importación, tal como lo dispo-
ne el literal c) del Artículo 7, el cual
se lee:

"Artículo 7. Atribuciones del Con-
sejo. Corresponde al Consejo:… c)
Aprobar los derechos arancelarios
y sus modificaciones conforme a es-
te Convenio".

Posteriormente, con una Enmienda al
Protocolo al Tratado General de Inte-
gración Económica Centroamericana
(Protocolo de Guatemala),14 de fecha
27 de febrero de 2002, las instancias
anteriores se agruparon bajo el CO-
MIECO. Dicha enmienda fue ratificada
por Decreto Legislativo No. 938 de fe-

14. Disponible en: http://www.csj.gob.sv/Con
venios



En el Protocolo de
Guatemala se crea el
COMIECO y se le dota
de facultades que reflejan
su característica de ente
supranacional entre ellas;
destacamos:

a) Independencia frente
a los gobiernos
nacionales de cada
país centroamericano.

b) Transferencia de los
Estados de
competencias en
materia de integración
económica.

c) Establecimiento de
relaciones directas
entre el COMIECO y
los particulares.

d) Permanencia en el
tiempo.

e) Creación mediante un
tratado marco o
fundacional.

f) Competencia para
crear normas jurídicas
con fuerza obligatoria
para todos los
miembros.

cha 25 de julio de 2002, publicada en
el Diario Oficial No. 152, Tomo No.
356, de fecha 20 de agosto de 2002.

En el Protocolo de Guatemala se crea
el COMIECO y se le dota de facultades
que reflejan su característica de ente
supranacional entre ellas; destacamos:

a) Independencia frente a los gobiernos
nacionales de cada país centroameri-
cano.

b) Transferencia de los Estados de com-
petencias en materia de integración
económica.

c) Establecimiento de relaciones direc-
tas entre el COMIECO y los particu-
lares.

d) Permanencia en el tiempo.

e) Creación mediante un tratado marco
o fundacional.

f) Competencia para crear normas jurí-
dicas con fuerza obligatoria para to-
dos los miembros.

Los países centroamericanos han emi-
tido normativa comercial común a tra-
vés de las resoluciones del COMIECO,
las cuales perfeccionan las relaciones
del mercado regional en concordancia
con los compromisos multilaterales
contraídos en el marco de la Organi-
zación Mundial del Comercio, (OMC).

SUPRANACIONALIDAD
DE LOS ÓRGANOS DE LA
INTEGRACIÓN ECONÓMICA
CENTROAMERICANA.

En el proceso integracionista los Esta-
dos Parte, a través de las distintas déca-
das y por medio de la suscripción de
los tratados citados y mucha otra nor-
mativa, han ido entretejiendo el entra-
mado de la Integración, siendo una
constante la prevalencia del anhelo de
tener mayores estadios. Esta visión ha
tenido que ser contrastada con la reali-
dad centroamericana que ha impulsado
la adecuación y actualización de la nor-
mativa e instrumentos.

El esfuerzo normativo centroamericano
tiene su base en lo que la doctrina de-
nomina teoría del ejercicio, conjunto
de soberanías tal como menciona el
doctor Juan Daniel Alemán Gurdián
en su tesis doctoral,15 en la que explica
que los Estados soberanos crean, a
partir de su facultad constitucional,
órganos comunitarios a los que
proporcionan de ciertas facultades y
líneas de acción establecidas en la nor-
ma jurídica acordada por los Estados
Parte.

En el punto que se encuentra el proceso
de Integración Centroamericana, el
contar con organismos supranacionales
con facultades aplicables a todos los
Estados, como el COMIECO, es fun-
damental, ya que sólo a través de su
constitución y reconocimiento será po-
sible para los países concretar acuerdos
regionales y superar las visiones pura-
mente localistas.

La importancia de la creación de entes
supranacionales fue analizada por la
Sala de lo Constitucional de la Corte
Suprema de Justicia cuando en la Sen-
tencia de 24-VI-2003, Inc. 40-2000,
Considerando Vi. 1, estableció:

“Estos Tratados de integración
son convenios multilaterales por
medio de los cuales se crea un
nuevo ordenamiento jurídico, con
carácter autónomo, distinto al De-
recho Internacional Público y al
Derecho Interno de cada Estado,
al que la doctrina ha denominado
Derecho de Integración o Derecho
Comunitario. Es a través de estos
tratados que surgen los llamados
órganos de u organismos suprana-
cionales, por medio de los cuales
la comunidad de Estados integra-

15 Alemán Gurdián, Juan Daniel. Tesis de grado
doctoral: “El Mercado Común Centroameri-
cano: Evolución y Replanteamiento Jurídico
e Institucional. Universidad de Navarra,
Facultad de Derecho, 1982.



da busca alcanzar los objetivos
propuestos…… este derecho deri-
vado está constituido por los actos
normativos de los órganos de inte-
gración, v. gr. el reglamento, la
directiva, la decisión, las recomen-
daciones, etc. derecho que, igual
que el primario, se caracteriza
por su autonomía, porque, en la
mayoría de los casos, no es nece-
saria su aceptación, transforma-
ción o adaptación alguna de parte
de los Estados signatarios, pues
el mismo es directamente aplicable
tanto a los Estados Parte como a
los ciudadanos de éstos.”

Asimismo, en la Sentencia de Inconsti-
tucionalidad 3-91, citada anteriormen-
te, se señala que los tratados de la Inte-
gración Centroamericana cumplen a
cabalidad los criterios de entes suprana-
cionales:

Los Estados crean este tipo de órganos
mediante un Tratado Marco o Fundacio-
nal, en el cual les especifican las atribu-
ciones y competencias básicas de que
gozarán, las que pueden clasificarse co-
mo: a) competencias específicas o de
atribución. Igual que los organismos
internacionales y los Estados de tipo
federal;  b) competencias subsidiarias,
los tratados fundacionales fijan en for-
ma bastante precisa las competencias
de los órganos u organismos suprana-
cionales; sin embargo, muchas veces
los poderes conferidos en forma de
atribuciones específicas no son sufi-
cientes para alcanzar los objetivos asig-
nados por los mismos tratados, por lo
cual -para colmar esa laguna- se permi-
te extender la competencia funcional
de las instituciones a ciertas competen-
cias materiales de la comunidad; lo cual
equivale a decir que el legislador comu-
nitario podrá extender su competencia,
según sea conveniente para realizar los
objetivos de la Comunidad; y c) com-
petencias implícitas o inherentes. Se
trata de competencias referidas a ac-

ciones no previstas expresa o singu-
larmente en los tratados comunitarios,
pero relacionadas con otras acciones u
objetivos consignados en éstos, cuya
eficacia y consecución pueden quedar
cuestionadas o imposibilitadas, de no
adoptarse aquellas; este tipo de compe-
tencias debe motivarse en elementos
que establezcan una relación íntima
entre la competencia implícita invocada
y una competencia explícita, de forma
que la existencia de la primera condi-
cione el efecto útil de la segunda.

Bajo esta base legal creada por los
Estados Parte, el COMIECO adopta
sus decisiones en observancia a las
competencias previamente fijadas en
su derecho fundacional, tal como la
misma sentencia lo ha señalado cuando
dice:

Dentro de las competencias de estos
órganos, se encuentra la de crear
normas jurídicas con fuerza obligatoria
para todos los miembros, las cuales
son de observancia inmediata tanto
para los Estados Parte como para los
particulares, sin necesidad que los dife-
rentes órganos legislativos ratifiquen
para entrar en vigencia; esto es lo que
se conoce como efecto directo del De-
recho Comunitario o de integración.
El organismo supranacional dicta nor-
mas coactivas que forman el llamado
Derecho Comunitario derivado, el cual
tiene el poder para obligar aun en con-
tra de la voluntad de los Estados Parte,
quienes en caso de desavenencia pue-
den ser denunciados por cualquier otro
Estado ante el tribunal de justicia que
la misma comunidad ha creado. Se ca-
racteriza además por gozar de autono-
mía institucional, tanto frente a los de-
más órganos de la comunidad -en el
plano ejecutivo, legislativo y jurisdic-
cional- como frente a los Estados Parte;
esto con el propósito de que dichos
órganos alcancen los fines y objetivos
establecidos por los tratados comuni-
tarios. En virtud de esta característica,
los funcionarios de estos órganos y or-
ganismos se convierten en represen-



La sistematización
de la distinta
jurisprudencia de la
Sala de lo
Constitucional de la
Corte Suprema de
Justicia como
máximo intérprete
de la Constitución
clarifica el camino
para continuar
avanzado en la
Integración, sobre
todo en la aspiración
de lograr la Unión
Aduanera.

tantes de la Comunidad, y por ende se
encargan de velar por los intereses de
la misma, dejando así de representar a
sus países de origen.

CONCLUSIÓN

La sistematización de la distinta ju-
risprudencia de la Sala de lo Constitu-
cional de la Corte Suprema de Justicia
como máximo intérprete de la Constitu-
ción clarifica el camino para continuar
avanzado en la Integración, sobre todo
en la aspiración de lograr la Unión
Aduanera.

La región enfrenta dos retos históricos,
que se retroalimentan y se desarrollan
en paralelo: obtener el Acuerdo de Aso-
ciación con la Unión Europea y, lograr
estadios superiores de Integración a tra-
vés de la consolidación de la Unión
Aduanera.

En el ámbito económico, la Unión
Aduanera debe dar un salto cualitativo.

Centroamérica ha dado pasos importan-
tes y positivos, pero aún no son suficien-
tes y es necesario continuar trabajando
para hacer efectivo el compromiso de
desmantelar las aduanas internas y faci-
litar la libre circulación de mercancías
en el territorio de los cinco Estados, sin
importar su origen.

En materia de Integración, Centroamé-
rica tiene camino recorrido. Es por ello
que los nuevos instrumentos legales en
proceso de negociación deben tener
como base de partida el andamiaje ya
estructurado de la institucionalidad
regional. De esta forma se garantiza no
sólo la sostenibilidad del Acuerdo de
Asociación con la Unión Europea sino
de la Integración misma. El fortaleci-
miento de la institucionalidad regional,
que incluye el del COMIECO, a través
de la legislación, jurisprudencia y reco-
nocimiento como ente supranacional,
permitirá superar las posiciones nacio-
nales o intereses locales, garantizando
así la obtención de ventajas y beneficios
para toda la región.


